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                          “MONGE, JORGE C/

                           ACOSTA, SILVIA EMILSE Y OT.

                           S/ COBRO DE PESOS” 

                           Causa N° 56.200 R.S.208./09.

En la Ciudad de Morón, Provincia de Buenos Aires, a los nueve. días del mes de Junio de dos mil nueve, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala Segunda, del Departamento Judicial de Morón, Doctores Felipe Augusto Ferrari y José Luis Gallo, para pronunciar sentencia en los autos caratulados: “MONGE JORGE C/ ACOSTA SILVIA EMILSE Y OT. S/ COBRO DE PESOS” Causa N° 56.200, habiéndose practicado el sorteo pertinente -arts. 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 266 del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial- resultó que debía observarse el siguiente orden: FERRARI-GALLO, resolviéndose plantear y votar las siguientes:

C U E S T I O N E S:

1) ¿Es ajustada a derecho la sentencia apelada?

2) ¿Qué corresponde decidir?

V O T A C I O N:

A LA PRIMERA CUESTIÓN EL SEÑOR JUEZ DR. FERRARI, DIJO:

I.- ANTECEDENTES

1) Esta Sala II de la Cámara de Apelaciones Civil y Comercial Departamental debe expedirse respecto del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia que a fs. 118/124 de estas actuaciones dictara el, por entonces, Juez Titular del Juzgado de originaria instancia N° 10.-

A través del fallo en crisis el a quo hizo lugar a la excepción de falta de legitimación opuesta respecto del codemandado Pedro Antonio Troglio; rechazó in totum la demanda por cobro de pesos instaurada por Jorge Alberto Monge contra Silvia Emilse Acosta y Pedro Antonio Troglio considerando abstracto el tratamiento de inconstitucionalidad planteado por la actora e impuso las costas a ésta en su calidad de vencida, difiriendo la regulación de honorarios para su oportunidad.-

2) Ante tal manera de decidir se alza la parte actora a fs. 126 interponiendo recurso de apelación el que fue concedido libremente a fs. 127.-

Llegados los autos a esta Sala Segunda desde la Presidencia se ordenó al apelante que expresara sus agravios, cumpliéndose con ello con el escrito de agravios obrante a fs. 164/166vta. cuyo traslado de fs. 167 es contestado a fs. 168/170.-

3) En su expresión de agravios el actor plantea la nulidad de la sentencia toda vez que a su criterio el a quo trató la excepción de falta de legitimación pasiva cuando tal petición fue declarada extemporánea. A su vez pide la nulidad por cuanto la resolución, a su juicio, no cumple con lo ordenado por el art. 163 inc. 5to. del C.P.C.C..-

El recurrente funda sus agravios en tres pilares, a saber: falta de tratamiento del objeto de la litis; la doctrina de los propios actos en la cual el sentenciante funda sus sentencia y la ausencia de consideración de la prueba documental aportada.-

Esgrime para fundamentarlos una serie de argumentos que en homenaje a la brevedad me remito.-

4) A fs. 172vta se llaman "autos para sentencia", providencia que se encuentra firme dejando estos obrados en condiciones de ser resueltas.-

II.- SOLUCION PROPUESTA

1) EL CASO CONVOCANTE
El presente juicio que por cobro de pesos se ha entablado por el Señor Jorge Alberto Monge lo es contra Silvia Emilse Acosta y Pedro Antonio Troglio por la suma de dólares estadounidenses veintitrés mil novecientos ochenta y dos.-

Nace el reclamo de un contrato en el que la Sra. Acosta cedió y transfirió al Sr. Monge todos los derechos y acciones emergente del crédito hipotecario cuyos deudores resultan ser Norberto Oscar Parzanese y José Raymundo Parzanese.- 

Según se dice en la demanda por dicha cesión la Sra. Acosta recibió del Sr. Monge veinticinco mil dólares estadounidenses, tomando conocimiento con posterioridad que la demandada en autos sólo era acreedora de los Sres. Parzanese de la suma de veintitrés mil novecientos ochenta y tres.-

Glosa a los autos los instrumentos en los cuales se formalizó tal contrato (fs.2/6) y el mutuo origen del crédito (fs. 7/16).-

Respondiendo al emplazamiento los demandados contestan la acción: oponen la defensa de falta de legitimación pasiva respecto del Sr. Troglio manifestando que la intervención en la cesión solo fue a los fines de prestar asentimiento conyugal en los términos del art. 1277 del Código Civil y luego contesta la demanda exponiendo sus argumentos a los que me remito –ver fs. 65/68 vta.-

En tales términos quedó trabada la litis.-

El a quo, en virtud de los fundamentos que explicita, hace lugar a la excepción de falta de legitimación pasiva opuesta por Troglio, rechazando la demanda contra la restante co accionada, lo que agravia al actor, en los términos ya referenciados.-

2) LOS AGRAVIOS Y LA SOLUCION

a) Antes de analizar las quejas del actor debo señalar que la expresión de agravios de fs. 164/166vta. satisface adecuadamente las exigencias de crítica concreta y razonada del fallo apelado que exige el legislador procedimental como llave para franquear el acceso a al Alzada (art. 260 del C.P.C.C.); ello, claro está, sin perjuicio de la razón que pueda o no asistirle.-

Consecuentemente alcanzados los niveles indispensables de solvencia técnico argumental como para abrir la instancia de revisión debo pasar al análisis del fondo del asunto (art. 266 in fin del C.P.C.C).- 

b) Comenzaré mi voto refiriéndome al planteo que efectúa el recurrente.-

Inicio argumentando con relación a la falta de legitimación pasiva del Sr. Troglio que el sentenciante de inferior instancia abordó en la resolución hoy en crisis cuando el mismo había tenido por no presentada tal excepción por extemporánea.-

La contradicción de lo resuelto en la sentencia con lo que antes se había decidido mediante el auto de fs. 78/vta. es clara.-

No obstante lo cual, el tema debe elucidarse en su justa medida.-

Es que estamos ante una cuestión que hace a la legitimación de las partes.-

Al respecto cabe decir que esta sala, en innumerables causas, se ha pronunciado en el sentido de que sea que hubiere mediado, o no, denuncia de parte, tratándose la capacidad o legitimación para obrar de un requisito esencial del derecho de acción (o de la pretensión), el juez debe examinar de oficio el tema, que constituye una típica cuestión de derecho.- 

A mayor abundamiento cabe decir que "la legitimación para obrar consiste en la cualidad que tiene una persona para reclamar respecto de otra por una pretensión en el proceso (Falcon, Enrique M. Procesos de Conocimiento, Edit. Rubinzal Culzoni. T II, pags. 375 y 440). Es decir que quien demanda, o aquel contra el que se demanda revisten la condición de personas idóneas o habilitadas por la ley para discutir el objeto sobre el que versa el litigio (Morello, Augusto Mario; Sosa, Gualberto Lucas; Berizonce, Roberto Omar. Códigos...Librería Editora Platense - Abeledo Perrot. T IV B, pág. 219) (...) Solo después de acreditarse las justas partes o las partes legítimas se entra en el juzgamiento del mérito, atendibilidad o fundabilidad de lo pretendido (Morello, Augusto Mario; Sosa, Gualberto Lucas; Berizonce, Roberto Omar. Op cit. T IV B, pág. 221, con cita a Chiovenda, Fairen Guillen y Carli)" (el subrayado me pertenece).-

Así las cosas, tal como la hemos conceptualizado la legitimación para obrar implica la cualidad que tiene una persona para discutir en un determinado proceso respecto de la pretensión en él esgrimida (esta Sala en causa nro. 48.510 R.S. 30/04), habiéndose señalado (causa nro. 35.108, R.S. 228/96) que como regla puede establecerse que, cuando se controvierte en juicio sobre una relación de derecho privado, la legitimación para obrar y contradecir corresponderá respectivamente a los sujetos activo y pasivo de la relación sustancial controvertida (esta Sala en causa nro. 46.186 R.S. 353/05).-

Incluso la Alzada tiene facultades-deberes de analizar la legitimación en forma oficiosa (esta Sala en causas nro. 44.317 R.S. 73/01; 47.197 R.S. 791/03; entre otras).-

Así entonces, y al margen de la contradicción antes referenciada, lo cierto es que, antes de ingresar al análisis del fondo del asunto, el juzgador de la instancia originaria estaba obligado a verificar la legitimación de los contendientes; y lo propio hubiera acontecido con la Alzada.-

Establecido ello, y siguiendo con esta línea de pensamiento, es evidente que el Sr. Troglio no participó de la cesión de crédito sino solo para efectuar el asentimiento conyugal normado por el art. 1277 del Código Civil.-

En el contrato básico de transmisión de un crédito las partes intervinientes son el cedente (quien  realiza la transmisión) y el cesionario  (a cuyo favor se realiza la transmisión) (cfe. Bueres–Highton, “Código Civil y normas complementarias Análisis doctrinario y jurisprudencial” T 4ª, p.415).-

Y Troglio no era ni el cedente ni el cesionario.-

De este modo, el asintiente no es parte legitimada en la causa (esta Sala en causa nro. 52.517 R.S. 51/06).-

Así entonces, no veo que exista razón alguna ni para decretar la nulidad de la sentencia (mas aun cuando, de accederse a la nulidad, la cuestión de la legitimación de las partes sería un tema a abordar nuevamente -e incluso de oficio- en la ulterior sentencia que se dicte, lo que implicaría la nulidad por la nulidad misma), ni tampoco para revocarla o modificarla en este sentido (pues es evidente que Troglio no estaba legitimado para ser demandado en autos, por no haber sido parte de la cesión).-

Luego los agravios del quejoso al respecto deberán repelerse.-

Tampoco veo que exista razón para anular la sentencia, en los términos del art. 253 del C.P.C.C., en razón de la forma en que aborda la cuestión de fondo.-

Ello así por cuanto la misma satisface los recaudos formales del art. 163 del ritual, sin perjuicio del razonamiento o motivación que basamenta la misma, temas que hacen no ya a la validez formal del fallo (cuestión canalizable por el sendero del recurso de nulidad) sino a su ajuste, o no, a derecho (ámbito propio del recurso de apelación).-

En tal contexto, tengo para mi que las diversas cuestiones que se introducen en la expresión de agravios son propias del recurso de apelación y encontrarán respuesta en la argumentación que sigue.-

Así lo hemos dicho desde esta Sala al señalar que si el vicio que se denuncia puede ser remediado con el tratamiento de la apelación, la solución nulitiva queda desplazada (esta Sala en causa nro. 45.327 R.S. 169/01).-

c) Teniendo concluido que no cabe anular la sentencia, me focalizo en su ajuste a derecho.-

Estamos frente a un contrato de cesión de crédito; y así surge de la coincidencia de los litigantes sobre la autenticidad del instrumento que los vinculo.-

Destaco además que ninguna de las partes -y mas precisamente el actor recurrente- atacó el instrumento,  ni tampoco demostró o alegó la nulidad del acto por vicios en la voluntad -léase dolo, fraude, lesión, etc.- (esta Sala en causa 31.904 R.S. 59/99, entre otras).-

Retornado, el contrato base -cesión de credito- tenemos que el mismo origina relaciones y derechos personales entre las partes y lo tipifica el Código Civil, a través del Art. 1434, como aquel que se concreta cuando "una de las partes se obliga a transferir a la otra parte el derecho que le compete contra su deudor, entregándole el titulo del crédito si existiere".-

Si bien la letra de la norma habla de cesión de "créditos" el contrato puede tener por objeto toda clase de derechos aun los reales e intelectuales; bien dicen Bueres-Highton (Código Civil T° IV - A, pag. 2 y comentario al Art. 1.444) que "todo objeto incorporal, todo derecho y toda acción sobre una cosa que se encuentra en el comercio puede ser cedido".-

Y con tal interpretación coincide prácticamente la unanimidad de la doctrina (Borda, Tratado, Contratos, pag 419; Rezzonico, Estudio de los Contratos en Nuestro Derecho Civil I-509; Spota, Instituciones de Derecho Civil, Contratos, IV-258).-

Cuanto a la interpretación de los vínculos contractuales las normas que dimanan de los Arts. 1.197 y 1.198 del C.C.A. consagran el "pacta sun servanda" y el principio de autonomía de la voluntad en tanto no se vulneren el orden público, la moral o las buenas costumbres; el cumplimiento cabal de los contratos constituye garantía de la seguridad jurídica que a su vez es connotación indispensable del Estado de Derecho; bien decía Raymundo Salvat (Tratado de Derecho Civil, Contratos I pag. 23) con citas de Morin, Ripert, Lambert y Josserand que "en el contrato la libertad existe para entrar en el, no para salir; el contrato es el hombre que se encadenó a si mismo, pero es el hombre encadenado"; siguiendo tal línea de pensamiento la Sala ha establecido que el contrato es un todo coherente y orgánico debiendo tomarse sus cláusulas unas en función de otras (causa N° 46.912, RS 28/03); a lo cual agrego que en la interpretación de los contratos a la luz de los principios enunciados el judicante debe evaluar todo lo actuado por las partes tanto en la celebración, como en el cumplimiento de lo pactado.-

Esta Sala segunda tiene dicho en causa nro. 55.808 (R.S. 109/09), entre otras, que: "Recordamos, en primer lugar, que por imperio de lo normado en el artículo 1197 del Código Civil, las convenciones hechas en los contratos forman para las partes una regla a la cual deben someterse como a la ley misma. Ahora bien, puede ocurrir que las partes, en alguna oportunidad, no se pongan de acuerdo en orden al significado que quiso dársele a una, o varias cláusulas. Allí comienza la labor hermenéutica, en casos como el que nos ocupa llevada a cabo por la jurisdicción, en orden a determinar el real alcance de las mismas. En tal quehacer y para interpretar los contratos, en el menester de dilucidar cual ha sido la "voluntad común de las partes"  las principales pautas rectoras serán, en principio, la buena fe (que la definimos como la confianza que una parte deposita en el comportamiento correcto de la otra -conf. Cám. Civ. y Com. 1º Sala II Mar del Plata,  causa 93.495, sent. del 11-IV-1995-), la lealtad y la probidad, siempre en procura -insisto- de desentrañar aquello que las partes entendieron, o pudieron entender, obrando con cuidado y previsión. Consecuentemente, la interpretación del negocio jurídico consiste en desarrollar la actividad lógica encaminada a buscar y fijar el significado de la manifestación o manifestaciones de la voluntad, a fin de determinar el real contenido del acto, esto es "lo querido por los partícipes" (el suscripto en causa de esta Sala 45.339, R.S. 293/01), y con este fin deben ponderarse todos los elementos, incluso externos, que permitan captar el verdadero propósito que ha guiado a las partes para emitir la declaración (CIFUENTES, Santos. Negocio Jurídico. Estructura, vicios, nulidades, pag. 251).-

Así, el contrato debe ser sistemática y dinámicamente interpretado. En la labor de desentrañar la voluntad común de las partes, tiene especial relevancia la conducta de las mismas, tanto la posterior a la celebración del acto como la anterior (arg. arts. 16 C.Civil y 218 inc. 4º Cód. Comercio; esta Sala en causas 28.677, R.S. 229/93 del 29-6-93, 32.159, R.S. 272/94 del 11-8-94). Además, al contrato habrá de tomárselo como un todo coherente y orgánico  (conf. Cám. Civ. y Com. 1º Sala III  La Plata, causa  211.343, sent. del 2-IV-1992; Cám. Civ. y Com. 2º Sala I La Plata, causa B. 75.610, sent. del 13-V-1993), debiendo interpretarse sus cláusulas unas en función de otras. Las cláusulas equívocas o ambiguas deben interpretarse por medio de términos claros y precisos empleados en otra parte del escrito (art. 218 inc. 2º Cód. Com.). Y por último, no podemos evitar mencionar el principio de conservación, en virtud del cual las cláusulas suceptibles de dos sentidos, de uno de los cuales resultaría la validez y del otro la nulidad del acto deben entenderse en el primero (art. 218 inc. 3º Cód. Comercio) (GARRIDO, Roque Fortunato - ZAGO, Jorge Alberto. Contratos Civiles y Comerciales. T I, p g. 413 y sig.)".-

Así las cosas corresponde volcar en este molde las circunstancias que hacen al caso concreto de autos.-

Surge así que a fs. 2/4 tenemos un contrato de cesión de crédito entre Silvia Emilse Acosta y Jorge Alberto Monge.-

Su cláusula primera reza “que el días 30 de diciembre de 1996 según escritura... facilitó en calidad de prestamo al señor Norberto Oscar Parzanese y José Raymundo Parzanese la cantidad de CUARENTA Y SIETE MIL NOVECIENTOS SESENTA Y CINCO DOLARES ESTADOUNIDENSES... los cuales los deudores gravaron con derecho real de hipoteca...”; en su cláusula segunda “... la Señora Acosta CEDE y TRANSFIERE a favor del señor Jorge Alberto Monge todos los derechos y acciones emergentes del crédito hipotecario... por el precio total de VEINTICINCO MIL DOLARES ESTADOUNIDENSES, importe que el cedente recibe en este acto...”.-

Sigue el contrato en su cláusula tercera en donde se pone de manifiesto “El Señor Jorge Alberto Monge queda automaticamente subrogado en todos los derechos y acciones que correspondan a la cedente respecto de la titularidad del crédito hipotecario transferido y ratifica las clausulas del contrato objeto de la presente cesión el cual declara conocer y aceptar en todos sus términos” (el subrayado me pertenece).-

A fs. 7/16 se encuentra agregado en autos –documentación incorporada a la causa por el actor recurrente- al mutuo que dió origen a la cesión de créditos.-

De la simple lectura del mismo surge que la Señora Nelida Maria Aguirre Urreta y la Señora Silvia Emilse Acosta son acreedoras de los señores Parzanese por la suma de CUARENTA Y SIETE MIL NOVECIENTOS SESENTA Y CINCO DOLARES ESTADOUNIDENSES y en la cláusula décimo sexta se refleja claramente cómo se ha llevado a cabo el aludido préstamo, cláusula que -para esquematizar aún más el razonamiento- trascribo en su parte pertinente: “Los acreedores manifiestan que el préstamo garantizado con la presente hipoteca lo efectuaron por los siguientes montos: La señora Nelida Maria Argentina Aguirre Urreta la cantidad de dolares estadounidenses veintitres mil novecientos ochenta y tres; y la Señora Silvia Emilse Acosta la cantidad de dolares estadounidenses veintitres mil novecientos ochenta y tres...”.-

Y, como bien lo expone la demandada en su contestación de agravios, el Señor Monge TUVO A LA VISTA LOS INSTRUMENTOS Y SABIA (PODIA SABER) LO QUE RECIBÍA.-

Es que debemos estarnos a lo que las partes  entendieron, o pudieron entender, obrando con cuidado y previsión (art. 1198 Cód. Civil).-

Y aquí surge bien claro que el actor tuvo a la vista el mutuo original, que declaró conocer y aceptar.-

No puede ahora, sin violar sus actos propios anteriores o alegar su propia torpeza (procederes, ambos, inadmisibles), pretender la obtención de algo mayor de lo pactado que tenía por basamento (objeto de la cesión) los derechos emanados de un mutuo que, insisto, él mismo dijo conocer y aceptar (es esencial aquí la ausencia de alegación de vicios de la voluntad y la lacónica redacción de la demanda, donde el actor solo dice que "con posterioridad a la cesión" tomo conocimiento de la real titularidad del crédito).-

Pero hay otros elementos valorativos que no podemos soslayar.-

Por un lado, que -según el mutuo- el crédito cedido no se limitaba solo al capital prestado por la aquí demandada, sino que incluía también los accesorios, con lo cual -pienso- cae el argumento del actor que confronta lo pagado por él con el objeto del crédito cedido limitando este último solo al capital entregado en mutuo por la aquí demandada.-

Además, no es dato menor la ostensible diferencia entre lo que el actor abonó (u$s 25.000) y lo que, según su postura, obtendría (u$s 47.965, mas accesorios).-

En tal contexto, frente a un negocio en apariencia tan beneficioso (casi excesivamente beneficioso, diría) y tal como lo dictan las máximas de la experiencia, elementales razones de prudencia aconsejaban cerciorarse, adecuadamente, del objeto de la cesión lo que, insisto, surgía bien claro del mutuo que el propio actor conocía y aceptaba.-

Si no lo hizo, no puede ahora pretender obtener mas de lo que se derivaba del contrato de cesión.-

Todo lo hasta aquí expuesto demuestra que no es, como lo indica el sentenciante, la falta de prueba lo que sella la suerte adversa de la demanda sino que el pretensor carece de todo derecho a reclamar como lo hizo.-

Por ello, se deberá confirmar la sentencia apelada en todo cuanto ha sido materia de agravios.-

En función del contenido del presente voto y teniendo en cuenta el principio objetivo resarcitorio que campea en el Art. 68 del C.P.C.C., aditando las costas a la condición de vencido en la litis, opino que las de la instancia deben imponerse al actor.

Por los precedentes fundamentos votando la cuestión propuesta lo hago por,

LA AFIRMATIVA

A la misma cuestión, el Señor Juez Doctor GALLO, por iguales consideraciones y fundamentos a los expuestos precedentemente, adhiere votando por

LA AFIRMATIVA

A LA SEGUNDA CUESTIÓN EL SEÑOR JUEZ  DR.FERRARI,  DIJO:

Si mi opinión vertida en el voto que precede es compartida deberá decidirse:

1) Confirmar la sentencia de autos rechazando el recurso de apelación interpuesto contra la misma.-

2) Costas de la instancia al actor apelante vencido (art.68 del C.P.C.C.)-

3) Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad (arts. 31 y 51 del decreto ley 8904/77).-

Asi lo voto.-

A la misma cuestión, el Señor Juez Doctor GALLO, por iguales consideraciones y fundamentos a los expuestos precedentemente, adhiere votando en igual sentido.-

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:

S  E  N  T  E  N  C  I  A

 AUTOS Y VISTOS: CONSIDERANDO: Conforme al resultado obtenido en la votación que instruye el Acuerdo que antecede, SE CONFIRMA la sentencia de autos rechazando el recurso de apelación interpuesto contra la misma.-

 Costas de Alzada al actor apelante vencido (art.68 del C.P.C.C.)-

 SE DIFIERE la regulación de honorarios para su oportunidad (arts. 31 y 51 del Dec. Ley 8.904/77).-

REGISTRESE.NOTIFIQUESE.DEVUELVASE.-

Dr. FELIPE AUGUSTO FERRARI                  Dr. JOSE LUIS GALLO

   Juez 
     Juez

Ante mí: Dr. GABRIEL HERNAN QUADRI

Secretario de la Sala Segunda de la

Excma. Cámara de Apelación en lo Civil

y Comercial del Departamento Judicial

de Morón

